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DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

TRIBUNAL SUPERIOR SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL 

MAGISTRADA PONENTE: PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

“Al servicio de la justicia 

y de la paz social” 

 

S - 17 

Procedimiento: Verbal 

Demandante: José Salvador Mejía Olano  

Demandada: Gladys del Carmen Mejía Olano      

Radicado Único Nacional: 05001 31 03 008 2018 00423 02 

Procedencia: Juzgado Octavo Civil del Circuito de Oralidad de Medellín 

Decisión: Revoca sentencia apelada, niega pretensiones 

 

Medellín, cuatro (04) de febrero de dos mil veintidós (2022) 

 

Cuestión: Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la señora 

Gladys del Carmen Mejía Olano en contra de la sentencia proferida el 8 de 

junio de 2021, por el Juzgado Octavo Civil del Circuito de Oralidad de Medellín.  

 

Temas: sociedad de hecho, requisitos esenciales, animus societatis, carga de 

la prueba, teoría de los actos propios. 

 

Procedente del Juzgado Octavo Civil del Circuito de Oralidad de Medellín, por 

virtud de la apelación interpuesta por la señora Gladys del Carmen Mejía Olano 

en contra de la sentencia proferida el 8 de junio de 2021, ha llegado a esta 

Corporación el proceso verbal promovido por José Salvador Mejía Olano en el 

que la apelante funge como demandada, y a través del cual se pretende lo 

siguiente: 
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“Primero. (…) se declare la existencia de sociedad comercial de hecho 

entre mi mandante el señor José Salvador Mejía Olano (…) y Gladys del 

Carmen Mejía Olano. (sic) 

 

Segundo consecuencial. Que como consecuencia de la declaración 

anterior se promuevan las siguientes peticiones. 

 

Tercero. Que condene a la demandada Gladys del Carmen Mejía Olano 

a la devolución o entrega de las utilidades causadas y no pagadas a mi 

mandante José Salvador Mejía Olano desde el mes de junio de 2013 y 

hasta la sentencia que ponga fin a la instancia. 

 

Cuarto. Que se disuelva y liquide el patrimonio de la sociedad comercial 

de hecho en razón que mi mandante no le asiste ánimo societario. 

 

Quinto. Que se inscriba la sentencia en el registro mercantil en la 

matrícula nro. 21-167559-01.” (sic fls. 5-6 C 01) 

 

Todo lo antedicho, con fundamento en hechos que así se compendian: 

 

Que en el año 1995 el señor José Salvador Mejía Olano “abrió un 

establecimiento de comercio” llamado Centro Odontológico La 56 No. 2, 

ubicado el primer piso del Edificio Gualanday de la Avenida “La Playa” de esta 

ciudad (fl, 4 archivo pdf 1) 

 

Que “en el año 1996, Jose, Gloria y Gladys Mejía Olano, hermanos entre si 

(sic) deciden cerrar sus establecimientos de comercio propios, dedicados a 

alquilar consultorios odontológicos y deciden crear uno solo denominado 

Centro Odontológico la 56 y para tal efecto se constituyó un documento 

privado con presentación personal en notaría en donde se indicaba que el 

Centro Odontológico la 56 pertenecería a todos los hermanos por partes 

iguales, pese a que estaría o figuraría en cámara de comercio a nombre de la 

hermana Gladys del Carmen Mejía Olano, mediante documento elaborado a 

los 9 días del mes de noviembre de 2000” (sic hecho 2º demanda) 

 

Que el demandante “quedo administrando” (sic) el nuevo negocio a pesar de 

que figuraba a nombre de la demandada, puesto que había aportado a la 
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nueva sociedad de hecho el establecimiento de comercio denominado Centro 

Odontológico la 56 número 2, lo que implicó la contribución de pacientes y 

montaje que debió gestionar el demandante en su doble calidad de socio y 

gerente, porque su hermana Gloria se retiró de la sociedad en el año 2004 y 

la demandada se radicó en Panamá (hecho 5º). 

 

Que entre demandante y demandada existió ánimo societario y se unieron 

esfuerzos con miras a obtener beneficios, como quiera que se aportaron 

bienes, conocimientos y experiencia en el sector del alquiler de consultorios a 

odontólogos a cambio de “jugosas utilidades”, que el demandante no ha 

percibido desde junio de 2013 porque el cálculo de las mismas siempre fue 

mensual y la demandada no las entregó de forma periódica, por lo cual 

naturalmente ha dejado de sentir todo ánimo societario y pretende recuperar 

los réditos dejados de percibir por la “traición” de su propia hermana, debido 

a la cual ha pasado muchas necesidades económicas que lo llevaron a “ser 

conductor de Uber” (hecho 9º) 

 

Que desde junio de 2013 la demandada despojó al actor de sus calidades de 

socio y gerente, amén que fue “desterrado” de la casa donde vivía con sus 

padres ubicada en la calle 38 B número 79-18 de Medellín, que de hecho fue 

adquirida con utilidades de la sociedad. 

 

RÉPLICA 

 

La demanda fue admitida por auto fechado el 17 de octubre de 2018 (fl 109 

C 01), y notificada la demandada procedió a contestarla manifestando en 

primer término que en efecto el demandante abrió al público un consultorio 

odontológico en el año 1995, que debió cerrar por “malos manejos” (fl. 178 C 

01) 

 

Además, sobre la supuesta sociedad de hecho, aseguró que el documento 

aportado con la demanda, en el que se asegura que los 3 hermanos serían 

propietarios del establecimiento de comercio Centro Odontológico la 56, en 

realidad fue elaborado por “José Salvador sin consentimiento de mi 

representada un día antes de esta viajar a Panamá donde se iba a vivir dizque 

para utilizarlo como un poder general  … que otorgaba a sus dos hermanos 

Gloria Cecilia y José Salvador, que se quedarían trabajando en el negocio, 
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pero administrado por la primera de las nombradas” (fl. 178 C 01). Por tanto, 

aseguró que al percatarse de las consecuencias que podría traerle la firma de 

ese documento, procedió a destruirlo, pero el demandante ya tenía en su 

poder una copia que ha utilizado para reclamar utilidades y ocultado a la hora 

de cancelar los pasivos. 

 

En cambio, aseguró, el demandante obvia un documento firmado por ambos 

en la Notaría 21 de Medellín en el que la demandada le confirió poder general 

para que en su nombre y representación gestionara todos los negocios del 

centro odontológico. Por tanto, aseguró que el demandante fue “nombrado 

como administrador del establecimiento de comercio Centro Odontológico la 

56”, pero ello ocurrió en el año 2004 con posterioridad a que fuera removida 

de esas funciones la señora Gloria Cecilia Mejía Olano por “malos manejos”. 

Sin embargo, fue enfática en sostener que entre los tres hermanos nunca 

existió sociedad de hecho alguna. 

 

En ese orden, negó enfáticamente que el señor Salvador Mejía fungiera 

alguna vez como socio y gerente en el marco de una supuesta sociedad de 

hecho, pues siempre fue un mero administrador subordinado a las órdenes 

de la señora Gladys del Carmen que, de hecho, “se gastó todo lo que producía 

el negocio en farras, parrandas y bebetas diarias, pues dejó por varios años 

de pagar las obligaciones del Centro Odontológico, y las personales de la 

señora Gladis (sic), su real y única propietaria y mucho menos tiene 

participación como socio en las propiedades que doña Gladis adquirió” (fl. 

179). Además, con respecto a unas acciones que el demandante tenía en 

Soluciones Radiográficas S.A.S, aseguró que eran 5 y fueron transferidas por 

este al señor Israel Ralf Siev el 3 de julio de 2013, mediante documento 

privado y por un precio de $20.000.000. 

 

En lo vinculado con el supuesto “despojo” de su calidad de socio y 

administrador, la demandada aseguró que todo ocurrió cuando en el 2013 se 

enteró de que el demandante había “puesto el inmueble que compro (sic) 

para el funcionamiento del Consultorio Odontológico la 56 a nombre de él y 

no de ella como se lo había ordenado” (fl. 180), razón por la cual tuvo que 

regresar al país desde Panamá encontrando que su hermano, el demandante, 

había abandonado la casa que compartía con sus padres y también el 

establecimiento de comercio, para evitar “dar la cara” a las deudas en las que 



5 
 

él mismo había embarcado al establecimiento de comercio. Prueba de ello es 

que, una vez el demandante abandonó la casa de los padres, citó a la 

demandada a la Oficina Regional del Trabajo para ventilar allí un asunto de 

tipo laboral. 

 

Luego, esas fueron las razones que llevaron a que nunca se llevara a cabo un 

supuesto reparto de utilidades, porque en realidad no existió sociedad. Cosa 

diferente, dijo la demandada, es que el demandante se apoderara de forma 

abusiva del inmueble comprado por ella para el funcionamiento del 

establecimiento de comercio y del “producido” de este, situación que tuvo que 

resolver a través de un proceso judicial. 

 

Con base en todo lo anterior, propuso las que llamó “excepciones” de 

“inexistencia de la sociedad de hecho, por falta de los elementos esenciales 

para su conformación” y “temeridad y mala fe del demandante”. 

 

SENTENCIA IMPUGNADA 

 

Trabada la relación procesal, se dictó sentencia en la que se resolvió “declarar 

infundadas las excepciones de mérito promovidas por la parte demandada” y, 

en cambio, declarar la existencia de una sociedad de hecho conformada entre 

José Salvador Mejía Olano y Gladys del Carmen Mejía Olano desde enero de 

1997 hasta la fecha de la sentencia de primera instancia. Además, declaró la 

Juez que la “sociedad se encuentra en estado de disolución y liquidación”. 

 

Para decidir de la manera como lo hizo, la a-quo comenzó con un corto 

recuento fáctico de la demanda y su contestación, así como del trámite del 

proceso, para luego asegurar que se encontraban reunidos los presupuestos 

procesales. 

 

Prosiguió entonces a plantearse como problema jurídico el consistente en 

determinar la existencia del “contrato de sociedad de hecho”, para lo cual 

debía aportarse al proceso la prueba de los siguientes elementos: pluralidad 

de socios, aportes comunes, propósito de lucro para repartir utilidades y 

pérdidas y la intención asociativa. Acreditado todo ello, aseguró, procedería a 

verificar si hay causa legal para la disolución y liquidación de la sociedad. 
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Para resolver esos problemas realizó algunas consideraciones sobre la 

sociedad comercial de hecho, por virtud de la cual dos o más personas se 

obligan a realizar aportes en dinero o en trabajo, con el fin de repartir 

utilidades. Para su declaración se exige la demostración y validez del contrato 

de sociedad y, además, según la Juez, se requiere la acreditación de todos los 

presupuestos del artículo 1502 del C.C, es decir, capacidad, consentimiento, 

objeto y causa lícitos. 

 

Continuó diciendo que las sociedades de hecho pueden originarse en la 

voluntad expresa y concordante que no llega a convertirse en una persona 

jurídica legalmente constituida, pero también pueden nacer del 

consentimiento tácito o implícito en el desarrollo de una actividad económica 

común, pues la sociedad “queda creada por los hechos”. 

 

Para analizar los presupuestos axiológicos en el caso concreto, esto es, 

pluralidad de socios, aportes comunes, propósito de lucro para repartir 

utilidades y pérdidas y la intención asociativa, citó la sentencia del 22 de mayo 

de 2003 (Expediente 7826 M.P. Silvio Fernando Trejos Bueno), para decir que 

una sociedad tiene origen eminentemente contractual y citó los artículos 2079 

del C.C. y 98 del Código de Comercio, argumentando que en todo caso existe 

libertad probatoria para acreditar cada uno de esos requisitos, debido a que 

una sociedad comercial de hecho en realidad no consta en escritura pública 

alguna, no tiene personalidad jurídica y las obligaciones están a cargo de 

todos los socios, quienes responderán solidariamente (artículos 501, 503 y 

504 Código de Comercio). 

 

Por otro lado, refiriéndose a la prueba testimonial, indicó la juzgadora que 

primero debía resolver sobre la tacha formulada con respecto a los testimonios 

de Esneider Ramírez Avendaño y Luz Carmenza Mejía Olano, la cual desestimó 

porque realmente lo que implica la tacha es una valoración más “severa”, en 

punto a lo que la amistad íntima o la enemistad per se no alcanzan para 

descalificar o excluir las declaraciones, máxime cuando encuentran 

corroboración con otros medios de prueba. 

 

Advirtió también que en materia testimonial existían dos grupos de 

declaraciones con versiones absolutamente opuestas, como quiera que uno 

está conformado por declarantes traídos a juicio por la parte demandante y 
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otro por personas escuchadas a instancia de la demandada. Por ello, citando 

a la Sala Civil de la Corte (sentencia SC16250 de 2017), explicó que al 

enfrentarse dos grupos de testigos puede el Juez inclinarse a favor de uno de 

ellos sin cometer “error colosal”. Dicho eso, anunció que su tesis para resolver 

el problema jurídico consistía en que sí se encuentran acreditados los 

elementos constitutivos de una sociedad de hecho entre las partes, conclusión 

que explicó de la siguiente manera: 

 

-  Existió entre las partes una sociedad de práctica odontológica, cuya 

actividad se desarrolló en el Centro Odontológico la 56, establecimiento 

de comercio con registro mercantil del 4 de mayo de 1992 que fue 

cancelada el 28 de junio de 2003, misma fecha en que se inscribió el 

establecimiento de comercio denominado Consultorios Odontológicos la 

56.  Ambos corresponden al mismo establecimiento de comercio donde 

se desarrollaba la sociedad.  

 

- En el documento fechado el 9 de noviembre de 2000 firmado por la 

demandada se certifica que a pesar de aparecer como única propietaria 

del centro Odontológico la 56, en realidad los propietarios de ese 

“negocio” eran y aún son los tres hermanos Mejía Olano. 

 

- Se presume propietario quien figure en el registro mercantil, pero los 

testigos manifestaron que hacia el año 1996 José Salvador cerró su 

consultorio, Gloria también, y se asociaron con Gladys para llevar a cabo 

una actividad económica conjunta. El aporte social del demandante, 

entonces, consistió en el establecimiento de comercio en el que 

“funcionaría el centro odontológico”, como lo reconoció Gladys ante un 

notario, así tratara de desconocerlo a través de un poder general 

conferido mediante escritura pública que posteriormente revocó (fls. 

161-162), porque el poder es diferente al documento en el que 

reconoció los derechos de sus dos hermanos. 

 

- La misma demandada aseguró que en 1996 habían decidido “juntar 

los centros odontológicos en un solo local, que es donde está 

funcionando ahora” el establecimiento de comercio mencionado. 
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- Está probado que la señora Gloria Mejía Olano fue excluida por malos 

manejos, por lo que los restantes elementos de la sociedad se 

resolverán entre los aquí comprometidos en litigio. 

 

- Los testigos declararon que el establecimiento de comercio lo 

administraban Gloria y José, pero cuando “salió” la primera siguió con 

esa labor únicamente el segundo. 

 

-Tanto Gladys como Salvador fueron demandados en un proceso laboral 

y en varias declaraciones allí realizadas, se dice que el señor Salvador 

era administrador del centro odontológico y ello indica que aportó su 

trabajo y esfuerzo, pero nunca recibió remuneración. 

 

- Salvador promovió una reclamación de tipo laboral ante el Ministerio 

de Trabajo en el cual habló de una relación laboral, pero ese hecho, a 

juicio de la a-quo, en nada se contrapone a la declaración de sociedad 

de hecho y por sí sólo no puede desvirtuar su calidad de socio, gracias 

a que él fue administrador y Pilar Mejía, una de las personas que rindió 

testimonio, dijo que era socio de su hermana Gladys, porque siempre 

estuvo al frente del negocio mientras ella vivía en Panamá, que “toda 

la plata salía del Centro Odontológico”, cada uno sacaba para sus gatos  

y Gladys decía que “me da pena decir que somos socios porque yo no 

trabajo”. Esa misma declarante contó que cuando José quedó en la 

calle, vendió las acciones de la sociedad de radiografías y con eso fue 

lo único que quedó, versión que también armoniza con las declaraciones 

de Luz Carmenza, Esneider Ramírez y Gilberto de Jesús Echeverri 

García. 

 

- Los testigos Wilson Yoanny Arango Puerta, Angy Marcela Romero 

Rodríguez y “Rosmery” Pulgarín manifestaron que José Salvador 

siempre dejó claro que él era administrador y que las decisiones eran 

de Gladys como propietaria. Declaró particularmente “Rosmery” que la 

demandada hablaba desde Panamá y todas las compras se elaboraban 

a su nombre, y que siempre debía pedirse su autorización para todo. 

 

- El primer grupo de testimonios merece un mayor grado de credibilidad 

por su cercanía familiar, muy a pesar de la tacha, puesto que armonizan 
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con las demás declaraciones que conducen a concluir que si José 

Salvador fuera un simple administrador no se le hubieran dado 

facultades tan amplias para el manejo de ingresos, como incluso lo 

reconocieron algunos testigos de la parte demandada. 

 

- También está probado que hubo una incorrecta administración según 

los testimonios de Wilson Yoanny Arango Puerta y Angy Marcela 

Romero Rodríguez, dado que José sacaba más dinero de lo que debía 

y manejaba todo “como plata de bolsillo”. Luego, puede ser por ello que 

a José Salvador lo excluyeron de la sociedad, pero eso no le quita su 

calidad de socio. 

 

En conclusión, desde el año 1996 o 1997, aproximadamente, existió una 

sociedad entre las partes, y como el reparto de utilidades no quedó probado 

en algún porcentaje, bien lo dijo una testigo que participaban por partes 

iguales. Además, como la ley no contempló un procedimiento para disolución 

y liquidación, se deben aplicar las normas contenidas en los artículos 218 y 

siguientes del Código de Comercio, como lo advirtió la Sala Civil de la Corte 

en la sentencia SC 2818 de 2018. 

 

IMPUGNACIÓN 

  

Inconforme con la decisión la parte demandada se alzó en su contra, 

alegando como reparos concretos los que pasan a individualizarse (dentro 

de los tres días siguientes por escrito). 

 

PRIMERO: “la señora Juez, no tuvo en cuenta las manifestaciones que bajo 

la gravedad de juramento expresó mi representada al absolver el 

interrogatorio de parte”, particularmente en lo referente a las razones que la 

llevaron a compartir el mismo inmueble para que allí funcionaran los 

establecimientos de comercio de Gloria de las Misericordias, José Salvador y 

el propio. De manera concreta, se reprocha que “la Juez no terminó la frase 

que dijo mi poderdante al respecto, decidimos juntar los tres Centros 

Odontológicos, en un solo local, pero trabajando de manera independiente”, 

lo cual cambia totalmente el sentido de la declaración.  
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SEGUNDO: la demandada optó por darle trabajo a sus dos hermanos, Gloria 

y Salvador, porque estos fueron perdiendo clientes. Empero, la primera de las 

mencionada “salió” en el año 2004 por malos manejos y nunca ha pretendido 

la declaratoria de una sociedad de hecho, muy a pesar de lo cual la Juez 

desconoció que fue apenas en 2005 cuando José Salvador comenzó con las 

gestiones de administración, como quiera que antes de ello no tenía vínculo 

laboral o social alguno y simplemente se le permitía hacer uso del inmueble 

cuando le era necesario.  

 

TERCERO (engloba tercer y cuarto reparo): “(L)a señora Juez, le dio 

plena validez al documento fechado el día 9 de noviembre del año 2.000, 

cuando mi representada le negó toda validez al mismo diciendo porque lo 

había suscrito y que a cambio de ese documento, le otorgó un poder “general” 

en esa misma fecha a José Salvador, para que la representara en todo lo 

concerniente al Centro Odontológico, ni siquiera se lo otorgó a Gloria que era 

la administradora en ese momento, si fueran socios los tres por aquella época, 

pues lo mas obvio era que este poder “general” lo hubiera otorgado a los dos 

que quedaban viviendo aquí en Colombia como supuestos socios, otra razón 

mas que indica que Gloria no era tampoco socia como lo manifestó la señora 

Juez en su sentencia, y mucho menos lo fue José.” (sic escrito reparos) 

 

En consecuencia, sobre ese documento también reprochó que 

 

“(E)sa manifestación unilateral de voluntad que se dice expresó doña 

Gladis en aquel documento de fecha 9 de nov. de 2.000, no puede 

tenerse como plena prueba del nacimiento de una sociedad de hecho, 

puesto que allí no aparece la manifestación expresa e inequívoca de 

Gloria y Salvador de Asociarse, es un documento que carece de validez 

por falta de consentimiento de estos dos últimos, me pregunto: ¿dónde 

quedó probado con qué aportes participo cada uno de los supuestos 

asociados?, donde están las estipulaciones para conformar esa sociedad 

de hecho? De que manera se hizo el reparto de utilidades entre los 

asociados? (sic), por qué José Salvador permitió que los inmuebles que 

compró Gladis fueran puestos a su nombre? No fue como lo afirma él 

que fue por buena gente, un hombre de negocios como lo es él, debió 

ser cauto y precavido, y con mayor razón sino existía contrato social, 

los inmuebles figuran a nombre de Gladis porque realmente son de ella, 
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y no se consiguieron producto de una sociedad con alguien, porque 

realmente no la hubo, pero esto pasó desapercibido para la señora Juez, 

máxime cuando este documento quedó desvirtuado por otras pruebas 

documentales y de confesión del mismo señor José Salvador, en 

escenarios dónde debió haber reconocido su calidad de supuesto socio 

y sin embargo no lo hizo, porque sencillamente nunca lo fue”  (sic 

escrito reparos) 

 

CUARTO: “(T)ampoco apreció la señora Juez, la conducta asumida frente al 

Centro Odontológico por parte de los dos supuestos socios Gloria Mejía Olano 

(sic) a quien le reconoció derechos en este proceso, sin haber intervenido en 

el mismo, y que por malos manejos salió del Centro Odontológico en el año 

2004, que nunca demandó y era la persona que tenia (sic) en su poder el 

original de dicho documento y a José Salvador cuando le tocó el turno de 

administrar el Centro Odontológico, también salió de allí en mayo del 2013 

por malos manejos, conducta que desdibuja por completo una de las 

características del ánimo societatis, pero la señora Juez dice referente a éste 

punto que eso será tema para discutirse en la liquidación de la sociedad, 

cuando esa conducta mal sana de él, sabotea el ánimo societatis del supuesto 

socio”  (sic escrito reparos) 

 

 

QUINTO: “(T)ambién hubo una indebida apreciación y valoración de las 

pruebas al darle plena credibilidad al grupo de testigos allegados por la parte 

demandante, cuando no solo se presentó frente a dos de ellos tacha de 

falsedad, lo que debilita su testimonio por la enemistad manifiesta de Luz 

Carmenza Mejía Olano, y Jhon Esneider Ramirez A. frente a la demandada, el 

ánimo de venganza se hizo notar en su declaración, así que solo quedaron 

dos testigos, Pilar Elena Mejía Olano, que dijo conocerlo todo porque eran 

familia, pero tan raro que no supo decir por qué Gloria salió desde el año 2004 

del Centro Odontológico, sólo sabia lo que le conviene, al igual que el otro 

testigo Gilberto Echeverry (sic), que no lo anunciaron como testigo ni en la 

demanda ni en el traslado de las excepciones, asaltando la buena fe del 

despacho y de la parte demandada, por lo que solicito que en la segunda 

instancia no se tenga en cuenta su declaración.” 
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SEXTO: “(L)a señora Juez le restó toda credibilidad a dos testigos 

importantísimos de la parte demandada, le merecieron mas credibilidad dos 

testigos amañados que se tomaron la molestia de mostrar su animadversión 

contra mi representada; en cambio el Contador Wilson Jovanny Arango Puerta 

que no sólo tiene la guarda de la fe pública por su profesión de Contador, sino 

también porque su declaración fue concatenada y seria, al igual que la otra 

testigo Angy Marcela Romero Rodriguez, que ya no trabaja para doña Gladis 

en el Centro Odontológico, pero conoció desde el año 2009, todo su 

funcionamiento, quien, al igual que el Contador manifestaron, que ese Centro 

Odontológico (sic) tenía un propietario que era Gladis del C. Mejía Olano, 

hecho que siempre reconoció José Salvador a quien señalaron como mero 

administrador, que recibía ordenes de doña Gladis hasta para colocar el 

personal, que aquella vivía en Panamá, que nunca hubo reparto de utilidades, 

según los Estados Contables, que José Salvador recibía un sueldo mensual de 

5 a 6 millones de pesos, todos estos conceptos, riñen totalmente con una 

sociedad de hecho, pero la señora Juez, dijo que estas circunstancias no 

afectan para nada la supuesta sociedad de hecho, que según ella se 

conformó,” 

 

SÉPTIMO: “la señora juez en su sentencia declara probada la sociedad de 

hecho desde el año 1.997, cuando la que fue para ella la supuesta prueba 

reina de la conformación de la supuesta sociedad se suscribió el 9 de 

noviembre del año 2.000. y don José Salvador confiesa con respaldo de 

testigos que él empezó a administrar el Centro en el año 2005, y trae todos 

sus efectos de esta declaratoria de la supuesta sociedad de hecho, hasta la 

fecha de ejecutoria de esta sentencia, cuando la sociedad de hecho como 

cualquier sociedad requiere para su conformación, un numero plural de 

miembros y hay prueba suficiente en el expediente y confesión de las mismas 

partes que José Salvador dejó de administrar el establecimiento de comercio, 

desde que abandonó su cargo en el mes de mayo de 2013, cuando la señora 

Gladis del Carmen anunció su llegada, para ajustar cuentas por sus malos 

manejos como administrador, de ahí hacía aca (sic), la fecha de la sentencia, 

solo quedó la señora Gladis como lo que siempre ha sido, su propietaria y 

nombró otro administrador, pero la supuesta sociedad terminó allí en mayo 

de 2013, por eso se dice que desde que nace una sociedad de hecho esta 

ésta en constante estado de disolución, porque al desconfigurarse la 

pluralidad de miembros ya deja de existir como sociedad, y hasta allí se debe 
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liquidar, en el hipotético caso de encontrarse probada su existencia, no hasta 

la fecha de la sentencia, considero que este es un yerro grave, como muchos 

otros, en el que incurrió la señora Juez, esto se advirtió en mis alegatos de 

conclusión, que parece fueron oídos pero no escuchados, pues ya tenía la 

sentencia lista.” 

 

OCTAVO: “(T)ampoco probó José Salvador que, como supuesto socio, 

hubiera cancelado los pasivos, o hubiera abonado a los créditos bancarios con 

el que se adquirieron las propiedades para demostrar el ánimo societatis, No. 

nunca lo hizo, ya vimos que apenas lo desfalcó huyó, eso es tener ánimo 

societatis?, dónde quedó el trabajo de los socios en pie de igualdad, si 

mientras Gladis ejercía sus facultades de propietaria, desde la ciudad de 

Panamá dónde vivía, José Salvador era quien, como su trabajador 

administraba el Centro Odontológico, se gastaba todo lo que entraba hecho 

importantísimo que había que tenerlo en cuenta aquí la señora Juez para 

proferir su falló, no en el estado de liquidación como lo manifestó, porque 

estos hechos de ser mero administrador y reconocer como lo hizo 

públicamente que Gladis era la propietaria, del centro odontológico en otros 

escenarios y malgastar todas las entradas al Centro producto de la actividad 

de prestación de servicios odontológicos, impedía una declaratoria de 

sociedad de hecho, porque estas conductas, se repite, riñen con la calidad de 

socio. Así las cosas, los elementos esenciales de una sociedad de hecho, que 

fueron examinados al inicio de mis alegatos de conclusión, los paso por la 

borda la señora Juez.” (sic escrito reparos) 

 

DE LA SUSTENTACIÓN EN ESTA INSTANCIA (DECRETO 806 DE 2020) 

 

El recurso de apelación fue admitido mediante auto fechado el 17 de 

septiembre de 2021 (notificados por estados del día 21 de ese mes) y, 

conforme lo regla el artículo 14 del decreto 806 de 2020, la parte apelante 

allegó en término (28 de septiembre) vía correo electrónico el memorial de 

sustentación, con el cual NO se acompañó constancia de haber agotado el 

trámite previsto en el parágrafo del artículo 9º del decreto 806 de 2020, por 

lo cual se surtió el traslado de rigor mediante lista publicada el 25 de octubre 

del año pasado. 

 

En el mentado memorial la apelante básicamente reiteró los argumentos que 
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utilizó para introducir los reparos concretos en contra de la sentencia de 

primer grado, manifestando con respecto al tercer reparo (que engloba el 

tercero y cuarto del escrito radicado ante la a-quo) que la Juez no había 

valorado las declaraciones del propio demandante, y también pasó por alto 

que la señora Gladys tuvo que demandar a su hermano Salvador para 

“recuperar un inmueble que … había adquirido como mandatario de Gladis 

donde funciona el Centro odontológico, pero que sin autorización colocó a su 

nombre cuando quien lo pagó fue Gladis con dineros propios y del Centro 

Odontológico” (sic). Particularmente, del interrogatorio resaltó las siguientes 

respuestas brindadas por el demandado: 

 

- “Al preguntarle el despacho quien ostentaba la administración del 

Establecimiento de Comercio durante los años 2005 al 2010, respondió: 

“Yo fui el administrador hasta el año 2013, Gladis mas o menos en el 

año 2004 le cerro las puertas de la empresa …..a Gloria y del año 2013 

para aca no se quien es el administrador”  

 

- Al preguntársele para esa época a cuanto ascendían sus ingresos dijo 

que: “ Mis ingresos para esa época ascendían entre tres y medio a 

cuatro millones de pesos mas o menos”  

 

- Al preguntársele si la señora Gladis le confirió poder general para que 

lo representara en sus negociaciones y en especial la representación del 

establecimiento de Comercio respondió: “ Si correcto yo la representaba 

administrando el Centro Odontológico …ella me facultó para que la 

representara para lo que se presentara en un futuro”. 

 

También hizo referencia a lo que respondió el demandante en el interrogatorio 

de parte rendido en el marco de un proceso de orden laboral donde fue 

demandado con la señora Gladys del Carmen, cuya sentencia se profirió en el 

mes de junio del 2011 y fue aportada por el propio actor. A lo anterior hizo 

referencia para resaltar lo que sigue: 

 

- “a folios 104, en los generales de ley manifestó, “ Soy el administrador 

del centro odontológico la 56” En esas mismas diligencias respondió a 

pregunta: “ No es cierto, la parte administrativa es la propietaria Gladis 

del Carmen y su hermano que soy yo en caso de necesitar personal 
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administrativo lo solicito yo como administrador a una empresa” hecho 

que confirma el apoderado en su defensa, cuando manifiesta: Que es 

cierto que la codemandada Gladis del Carmen … es la propietaria del 

centro odontológico la 56 quien se encuentra residenciada en la ciudad 

de Panamá, y su hermano JOSE SALVADOR MEJÍA OLANO, es el 

encargado de cuidar y administrar el negocio” (negrillas y subrayas 

intencionales), este hecho sucedió en el año 2010, ambas partes 

estaban desprevenidas del asunto que nos compete en este proceso, 

allí José Salvador supo distinguir muy bien entre la propietaria que era 

la señora Gladis del Carmen Mejía Olano y él como administrador.  

 

- Esta es una prueba de confesión que omitió tenerla en cuenta la 

señora juez, para sumarla a los testimonios allegados por la parte 

demandada y que fue puesto de presente por la parte que represento 

en los alegatos de conclusión, que solicito sean tenidos en cuenta para 

que formen parte integrante de estos alegatos en segunda Instancia.” 

 

Todo lo dicho implica, a juicio de la apelante, que el señor José Salvador 

siempre se consideró un mero administrador o mandatario de la demandada, 

tanto como que recibía un salario mensual y ello desnaturaliza la esencia 

misma de la sociedad de hecho, ya que de conformidad con lo preceptuado 

en el artículo 498 del Código de Comercio es obligatorio “que la colaboración 

entre los socios se desarrolle en pie de igualdad, es decir que no haya estado 

uno de ellos con respecto a los otros en un estado de dependencia 

proveniente de un contrato de arrendamiento de servicios, de trabajo de un 

mandato o de cualquier otra convención razón por la cual uno de los 

colaboradores recibe salario o sueldo.” (citas hasta aquí de escrito 

sustentación) 

 

Por su parte, el demandante se pronunció solicitando que la sentencia 

de primer grado fuera confirmada porque de conformidad con lo previsto por 

el artículo 498 del Código de Comercio 

 

“la sociedad mercantil de hecho es aquella que no tiene personería 

jurídica y que su existencia podrá demostrarse por cualquiera de los 

medios probatorios establecidos en la ley, por ello vemos entonces para 

que este despacho ni incurra en el error in indicando que la sociedad 



16 
 

de hecho es un acontecer factico no un devenir reglado con las reglas 

propias de un tipo societario en particular, por ello no puede el 

despacho desestimar la existencia de la misma sino se cumplen alguno 

o algunos de los protocolos propios de las sociedades comerciales 

constituidas por escritura pública o por documento privado como lo es 

las SAS, que ostentan estatutos, órganos de administración, sistema 

reglado de administración de utilidades situaciones que no son regladas 

en las sociedades de hecho, existe un animus societatis creado por el 

devenir propio de las relaciones comerciales que se crean en el tiempo 

y en el espacio, pero en el caso concreto dicha voluntad no se presume 

o se colige por la vía indiciaria, si hubo una intención positiva de 

asociarse desde un acto fundacional suscrito entre hermanos, y la 

misma familia da fe de los bienes habidos dentro de la sociedad.” 

 

Por ende, para el demandante en nada importa la existencia de un poder 

conferido por la demandada, en tanto  

 

“ello no desnaturaliza la existencia de la sociedad mercantil de hecho, 

antes la afianza y en eso fue consecuente el juez de primer grado ya 

que la señora demandada ni siquiera vivía en la ciudad de medellin (sic), 

no se mantenía a cargo de los negocios y mucho menos mi mandante 

era un empleado de la primera, algo muy delicado señora magistrada y 

es que las mismas hermanas de los extremos procesales las señoras 

LUZ CARMENZA MEJIA OLANO, PILAR ELENA MEJIA OLANO, fueron 

muy imparciales en indicar que efectivamente el negocio era de los dos 

porque unieron fuerzas para crear una sola clínica odontológica, que 

con el producido de esos esfuerzos se crea el establecimiento de 

comercio, el inmueble donde funciona, el apartamento de laureles 

identificado con matricula inmobiliaria nro.001-928113 que esta 

actualmente en leasing, el tercer piso del edificio donde funciona el 

apartamento, y demás inmuebles que fueron objeto y sujeto de las 

medidas cautelares de inscripción de demanda.” 

 

Igualmente, resaltó que las demás pruebas documentales y testimoniales 

confluyen para que pueda predicarse la existencia de una sociedad de hecho. 

 

PROBLEMAS JURÍDICOS 
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Teniendo en cuenta lo decidido y argumentado por la juzgadora de Primer 

Grado, amén de los reproches de la parte apelante y su réplica, en los 

siguientes términos pueden plantearse los problemas jurídicos que debe 

abordar la Sala en esta ocasión: 

  

¿Deben prosperar las pretensiones por estar acreditados sus 

presupuestos axiológicos, como lo concluyó la a-quo? o, como lo 

sostiene la apelante ¿deben negarse por no concurrir aquellos?  

 

Lo anterior implica resolver varios interrogantes puntuales, a saber: 

 

¿Está probado que entre las partes existió una sociedad comercial de 

hecho? o, por el contrario, como lo alega la parte demandada ¿existió 

entre ellas un contrato de mandato? 

 

De ser afirmativa la respuesta en cuanto a la existencia de la sociedad de 

hecho 

 

 ¿Desde cuándo y hasta cuándo estuvo activa esa sociedad? 

 

Además, por ser transversal a esos problemas, la Sala debe determinar si 

 

¿Fue indebida la valoración probatoria con respecto a la prueba 

documental, los testimonios de Luz Carmenza Mejía Olano, Jhon 

Esneider Ramírez y Pilar Elena Mejía Olano, amén de los interrogatorios 

de ambas partes? 

 

¿Debió darse mayor credibilidad a los testimonios recibidos por petición 

de la parte demandada? 

 

¿Fue irregularmente practicado el testimonio del señor Gilberto 

Echeverri García? 

 

Superado el trámite correspondiente al recurso, corre la oportunidad de 

resolver y a ello se procede con base en las siguientes 

 

CONSIDERACIONES 
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1. De la sociedad de hecho 

 

Reza, en lo pertinente, el artículo 98 del Código de Comercio que “(P)or el 

contrato de sociedad dos o más personas se obligan a hacer un aporte en 

dinero, en trabajo o en otros bienes apreciables en dinero, con el fin de 

repartirse entre sí las utilidades obtenidas en la empresa o actividad social.” 

Por su parte. el artículo 498 ibídem dispone que cuando la sociedad no se 

constituya por escritura pública será de hecho y su existencia podrá 

demostrarse por cualquiera de los medios probatorios reconocidos en la ley.  

 

Colígese de los citados preceptos que son requisitos de existencia de cualquier 

contrato de sociedad, incluido el que da lugar a la sociedad de hecho, los 

siguientes: i) pluralidad de personas; ii) pluralidad de aportes; iii) intención 

de repartir utilidades y pérdidas; y, iv) intención de asociarse. 

 

Sobre el primer elemento o presupuesto axiológico, basta decir que en estos 

casos se requiere el concurso de dos personas, aunque para algunos tipos de 

sociedad específicamente se exige un mínimo superior, como sucede por 

ejemplo con las anónimas, sin hablar de la excepción aplicable a la sociedad 

por acciones simplificada (SAS), la cual puede constituirse por un solo 

asociado. 

 

Por otro lado, el aporte es el objeto que cada socio entrega para beneficio de 

la sociedad, es decir, es la prestación a que se obliga cuando decide asociarse 

y puede cumplirla bien sea en especie (dinero, bienes) o trabajo. Evidencia 

este requisito el carácter oneroso del contrato de sociedad que, entonces, no 

admite “socios gratuitos”.  

 

El tercer elemento, por su parte, se refiere al propósito de obtener utilidades 

para su ulterior reparto entre los socios, no al logro efectivo de aquellas 

porque bien puede suceder que finalmente no se obtengan, como quiera que 

“(L)o que importa con la característica en estudio es que la intención de lucro 

estuvo presente al nacimiento de la sociedad, en la mente de los socios, sin 

importar las contingencias futuras.” (Derecho de Sociedades Comerciales. 

Hildebrando Leal Pérez). Lo anterior implica también la participación de los 

socios en el pago de los pasivos, porque claramente el artículo 499 del Código 

de Comercio prevé que “los derechos que se adquieran y las obligaciones que 
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se contraigan para la empresa social, se entenderán adquiridos o contraídas 

a favor o a cargo de todos los socios de hecho.” 

 

Finalmente, el ánimo de asociarse, conocido como “affectio societatis”, es el 

querer de quienes concurren a la celebración del contrato, es su voluntad de 

unirse en sociedad y es requisito que se prolonga durante toda la existencia 

de ésta. Ha dicho la doctrina especializada que 

 

“(E)sta intención se inicia con una manifestación, una declaración de 

voluntad positivamente dirigida a la constitución de la sociedad, avanza 

a la celebración del contrato social, porque ésta implica una 

participación directa de los asociados…y se desarrolla en conductas  

para permanecer en el contrato social, vincularse al mismo en pie de 

igualdad, con el propósito de obtener beneficios comunes, fiscalizar el 

ejercicio y cumplimiento del objeto social y demás aspectos 

contractuales, participar en el reparto de utilidades, coadministrar la 

compañía, ayudar a conservar los bienes de la empresa, velar porque 

se paguen las deudas sociales, guardar una correcta posición en las 

etapas de disolución y liquidación, responder en la forma señalada en 

el contrato y acatar las decisiones sociales. En últimas como se 

desprende de los momentos indicados, el animus societatis no es 

otra cosa que la colaboración activa, consciente e igualitaria de todos y 

cada uno de los socios en procura de desarrollar el objeto social y 

obtener un beneficio común.” (obra citada, pág. 67). 

 

Claramente, para la prosperidad de la pretensión encaminada a la declaración 

de existencia de la sociedad de hecho, deben probarse cada uno de los 

elementos axiológicos que acaban de analizarse. Además, debe tenerse en 

cuenta que el concurso de voluntades en estos casos tiene ciertas notas 

características que marcan la diferencia del contrato de sociedad con otras 

tipologías contractuales, tal y como lo ha explicado la Corte desde 1935 

(sentencia del 30 de noviembre, M.P Eduardo Zuleta Ángel), en postura 

estable que incluso se puede rastrear hasta la reciente providencia proferida 
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el pasado 15 de diciembre de 20211, al decantar sobre el consentimiento 

necesario para la formación de la sociedad que 

 

“(D)e las circunstancias de hecho se induce él consentimiento que 

puede ser tácito o implícito. Se presumirá ese consentimiento (sic); se 

inducirá de los hechos, el contrato implícito de sociedad, y se deberá, 

en consecuencia, admitir o reconocer la sociedad creada de "hecho, 

cuando la aludida colaboración de varias personas en una misma 

explotación reúna las siguientes condiciones:  

 

1º—Que se trate de una serie coordinada de hechos de explotación 

común;  

 

2º—Que se ejerza una acción paralela y simultánea entre los 

presuntos asociados, tendiente a la consecución de beneficios;  

 

3º—Que la colaboración entre ellos se desarrolló en un pie de 

igualdad, es decir, que no haya estado uno de ellos, con 

respecto al otro u otros, en un estado de dependencia 

proveniente de un contrato de arrendamiento de servicios, 

de un mandato o de cualquiera otra convención por razón 

de la cual uno de los colaboradores reciba salario o sueldo 

y esté excluido de una participación activa en la dirección, 

en el control y en la supervigilancia de la empresa;  

 

4º—Que no se trate de un estado de simple indivisión, de tenencia, 

guarda, conservación o vigilancia de bienes comunes, sino de 

verdaderas actividades encaminadas a obtener beneficios.” 

(negrillas fuera del texto original) 

 

2. Del contrato de mandato 

 

A esta forma de intermediación se refiere el artículo 2142 del Código Civil, al 

decir que el mandato “es un contrato en que una persona confía la gestión de 

 
1 Sentencia de Casación Civil proferida dentro del proceso con radicado 66001-31-10-003-2015-

00599-01. M.P. Francisco Ternera Barrios 
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uno o más negocios a otra, que se hace cargo de ellos por cuenta y riesgo de 

la primera”. A su vez, el artículo 1262 del Código de Comercio para definir 

dicho negocio jurídico, señala que el mandato mercantil “es un contrato por 

el cual una parte se obliga a celebrar o ejecutar uno o más actos de comercio 

por cuenta de otra”.   

 

Ahora bien, en una y otra hipótesis, es decir, sea que el mandato tenga por 

objeto la realización de actos mercantiles, o ya la ejecución de actos de 

cualquier otra especie, lo cierto es que conforme a los principios cardinales 

que gobiernan la materia en nuestro ordenamiento, bien puede acontecer que 

el mandatario actúe en representación del mandante, esto es, haciendo 

explícita ante los terceros con quienes contrata la condición en que actúa, 

caso en el cual, subsecuentemente, compromete al mandante directamente 

frente a dichos contratantes; o también puede acontecer que, por razones de 

disímil temperamento, les oculte esa situación, lo cual se prevé en los artículos 

2177 y 1162 de los Códigos Civil y de Comercio, respectivamente, y contrate 

con ellos como si el negocio fuese propio, hipótesis en la cual es incontestable 

que frente a dichos terceros, no implica derechamente al mandante, motivo 

por el cual a aquellos les está vedado accionar directamente contra éste, y 

viceversa.  

 

3. De la carga de la prueba 

 

Por regla general es al demandante a quien compete probar cada uno de los 

elementos atrás analizados, habida cuenta que así lo impone la regla de 

juzgamiento prevista por el artículo 167 del C.G.P, pues si bien por virtud del 

principio de comunidad de la prueba, esta se adquiere para el proceso, 

pudiendo entonces beneficiar o perjudicar a cualquiera de las partes, va ínsito 

allí que es la parte que no cumplió la respectiva carga quien debe soportar las 

consecuencias adversas de que la prueba no llegue al plenario. Sobre el 

particular viene al caso el siguiente pasaje doctrinal: 

 

“no se trata de fijar quien debe llevar la prueba, sino quien asume 

el riesgo de que falte. (…) la carga de la prueba no significa que la 

parte sobre quien recae deba ser necesariamente quien presente o 

solicite la prueba del hecho que constituye su objeto, porque en 

virtud del principio de la comunidad de la prueba, ésta surte todos 
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sus efectos quienquiera que la haya suministrado o pedido, e 

inclusive si proviene de actividad oficiosa del juez. Por consiguiente,  

si el adversario o el juez llevan la prueba del hecho, queda 

satisfecha a cabalidad la carga, exactamente como si la parte 

gravada con ella la hubiera suministrado. Al juez le basta para 

decidir en el fondo,  sin recurrir  a la regla de juicio contenida en la 

carga de la prueba, que en el proceso aparezca la prueba suficiente 

para su convicción, no importa de quién provenga. En 

consecuencia,  no es correcto decir que la parte gravada con la 

carga debe suministrar la prueba o que a ella le corresponde 

llevarla; es mejor decir que a esa parte le corresponde el interés en 

que tal hecho resulte probado  o en evitar que se quede sin prueba 

y, por consiguiente,  el riesgo de que falte”.2 

 

CASO CONCRETO TODOS LOS REPAROS 

 

Evidentemente todos los reparos se orientan a sostener una conclusión 

absolutamente contraria a la adoptada en la sentencia apelada, esto es, que 

a juicio de la demandada no se configuran los presupuestos para acceder a la 

declaración de existencia de una sociedad de hecho, supuestamente 

conformada entre ella y el demandante desde enero de 1997 hasta la fecha 

en que fue proferida la sentencia recurrida. Claro, cada reparo tiene su propio 

contorno sustancial y por ello la Sala ha decidido abordarlos en conjunto, pero 

con las siguientes precisiones: 

 

- El primer reparo contiene un reproche vinculado con una supuesta 

falta de valoración del interrogatorio de la demandada, en tanto que la 

Juez habría cercenado su declaración y con ello llegó a una conclusión 

diferente a la que sugiere esa prueba. 

 

- El segundo reproche apunta a que según la demandada nunca existió 

ánimo societario, y la prueba de ello está en que el demandante siempre 

fue un mero administrador, lo cual ignoró la Juez igual que lo hizo con 

el hecho de que la otra supuesta socia, Gloria Mejía Olano, nunca ha 

pretendido declaratoria similar a la que aquí se discute.  

 
2 Devis Echandía, Hernando. Teoría general de la prueba judicial. Tomo I, pág. 484.    
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Este embate se complementa con lo sostenido en el cuarto, porque en 

este se insiste, aunque con argumentos ligeramente diferentes, que 

nunca existió ánimo societario, y que a esa conclusión se arriba si se 

valora de forma adecuada la conducta asumida por los hermanos Gloria 

y Salvador, cuando a cada uno de ellos le correspondió administrar el 

establecimiento de comercio denominado Centro Odontológico La 56.  

 

- Común a los dos primeros reparos es el octavo, toda vez que de este 

se aprovecha la apelante para insistir en la valoración de otra prueba 

que, a su juicio, es clave para negar las pretensiones. Alega 

concretamente que el demandante nunca tuvo intención de participar 

en el pago de los pasivos sociales debido a que, literalmente, José 

Salvador “nunca le dio la cara” a las deudas que él mismo creó cuando 

fungió como administrador del establecimiento de comercio en 

mención. 

 

- El tercer reparo, en el que por su estrecha relación la Sala ha 

englobado los que la apelante llamó reparos “tercero y cuarto”, contiene 

un reproche de valoración probatoria con dos aristas, a saber: i) la juez 

dio un valor que no tiene al “documento del 9 de noviembre de 2000”, 

donde la demandada supuestamente declaró que el establecimiento de 

comercio era propiedad de los tres hermanos Mejía Olano; y ii)  

desconoció la funcionaria de primer grado, también, la confesión del 

propio demandado porque desechó la declaración rendida en este 

proceso y en otro de tipo laboral, dentro del cual integró la parte 

demandada con la señora Gladys del Carmen Mejía Olano. 

 

- En el quinto reparo la apelante pone de manifiesto su inconformidad 

con la opción probatoria asumida por la a-quo, por cuya virtud otorgó 

mayor credibilidad al grupo de testimonios recibidos a petición de la 

parte demandante, muy a pesar de que la parte demandada también 

trajo al proceso declaraciones testimoniales sustancialmente opuestas 

a las rendidas por las personas que integran el grupo que para la Juez 

en su momento mereció mayor credibilidad, dentro del cual incluso 

estuvo el señor Gilberto Echeverry que supuestamente nunca fue 

anunciado como testigo y resultó rindiendo una declaración a la que no 

precedió solicitud y decreto. 
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Este embate tiene su cara opuesta, precisamente, en el sexto, si se 

atiende a que en este se ahonda en las razones que debieron ser 

tenidas en cuenta para dar mayor valor al compendio testimonial 

recaudado por petición de la parte demandada. Particularmente, se 

queja la recurrente de una deficiente valoración de las declaraciones 

rendidas por los señores Wilson Yoanny Arango Puerta y Angy Marcela 

Romero Rodríguez quienes, entre otras cosas, manifestaron al unísono 

que José Salvador recibía un salario fijo y eso claramente riñe con una 

supuesta sociedad de hecho. 

 

- El séptimo reparo, finalmente, depende de que en efecto ninguno de 

los anteriores sea acogido, debido a que se limita simplemente a 

cuestionar la fecha desde la cuál y hasta la cuál la Juez declaró la 

existencia de la sociedad de hecho, por lo que deberá la sentencia 

apelada superar todos los anteriores reparos para que la Sala se vea en 

la necesidad de abordar este último. 

 

Precisado lo anterior, la Sala advierte que la funcionaria de primer grado basó 

su decisión en el interrogatorio de la demandada, los testimonios recibidos 

por petición de la parte demandante y el documento aportado con la 

demanda, que las partes conocen como el suscrito el 9 de noviembre de 2000 

y que obra a folio 13 y 475 del pdf principal. La apelación, por su parte, debate 

el mérito de esas probanzas y trae una serie de argumentos encaminados a 

que se adopte una decisión contraria, precisamente, con base en los medios 

de convicción aportados para bien de la defensa. 

 

Sea entonces lo primero recordar que en efecto no constituye un error 

probatorio, por lo menos no per se, el hecho de tomar postura a favor de un 

grupo de testigos, muy a pesar de que el grupo de la contraparte declare en 

sentido adverso. Ha dicho la Corte que al 

 

“(…) enfrentarse dos grupos de testigos, el juzgador puede inclinarse 

por adoptar la versión prestada por un sector de ellos, sin que por ello 

caiga en error colosal, pues ‘en presencia de varios testimonios 

contradictorios o divergentes que permitan conclusiones opuestas, 

corresponde a él dentro de su restringida libertad y soberanía 

probatoria y en ejercicio de las facultades propias de las reglas de la 
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sana crítica establecer su mayor o menor credibilidad, pudiendo escoger 

a un grupo como fundamento de la decisión desechando otro’ (G.J. 

tomo CCIV, No. 2443, 1990, segundo semestre, pág. 20) (…)”3. 

 

Es cierto, entonces, que no incurrió en desatino la juzgadora por el simple 

hecho de haber dado mayor crédito a las declaraciones de los señores Luz 

Carmenza Mejía Olano, Jhon Esneider Ramírez y Pilar Elena Mejía Olano. 

Tampoco lo hizo por valorar el testimonio del señor Gilberto Echeverry ya que, 

dígase de una vez, su introducción al proceso tuvo lugar de forma regular y 

oportuna, muy a pesar de que la parte demandada afirme que se trató de una 

especie de “prueba sorpresa” a la que no precedió ningún decreto o práctica. 

Lo anterior, porque esa prueba claramente fue pedida en el escrito mediante 

el cual la parte demandante descorrió el traslado de las excepciones, (fl. 437 

pdf 01) y en efecto fue decretada en la audiencia inicial (min 1:03:30 

audiencia inicial).  

 

Ahora, el verdadero error en la valoración de la prueba se concreta en que la 

Juez, al tomar partido por uno de los grupos testimoniales, pasó por alto que 

la testimonial es una prueba, como todas, que debe ser valorada bajo las 

reglas de la experiencia, de manera sistemática y armónica con los demás 

medios de convicción regular y oportunamente allegados al proceso. En este 

punto la Sala estima oportuno poner de presente que en realidad la a-quo 

cercenó las respuestas dadas en el interrogatorio a la demandada y 

desatendió por completo las declaraciones rendidas por el demandante en 

este y en otros procesos judiciales en los cuales ha rendido interrogatorio, 

misma desatención que se predica de la abundante prueba documental 

aportada por la apelante al momento de contestar la demanda. 

 

Este escenario de análisis debe partir de una premisa: “nadie puede ir 

válidamente contra sus propios actos4” (venire contra factum proprium non 

 
3 Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. Sentencia del  9 de octubre de 2017. Radicado 88001-31-03-

001-2011-00162-01. M.P. Luis Armando Tolosa Villabona, citando sentencias CSJ SC-12994, 

sentencia de 15 de septiembre de 2016, rad. 2010-00111-01. En el mismo sentido: CSJ SC, 15 May. 

2001, Rad. 6562; CSJ SC, 14 Dic 2010, Rad. 2004-00170-01; 18 Dic. 2012, Rad. 2007-00313-01. 

4 Díez-Picazo Ponce de León, Luis, La doctrina de los propios actos. Un estudio crítico sobre la 

jurisprudencia del Tribunal Supremo, Bosch, Barcelona, 1963 
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valet5), principio general del Derecho que desconoció la sentencia apelada al 

no detenerse siquiera en el análisis de las diversas versiones que el 

demandante ha sostenido ante diferentes autoridades judiciales, en lo que al 

establecimiento de comercio denominado Centro Odontológico la 56 se refiere 

(después, según el demandante, cambió su nombre a Consultorios 

Odontológicos la 56). Lo dicho, porque cuando se ha tratado de litigios en su 

contra se ha presentado como un simple administrador o mandatario de su 

hermana, igual que lo ha hecho para evadir el pago de los pasivos, pero ya 

en punto de las utilidades y los activos supuestamente sociales ha ideado un 

discurso preparado, contundente y rígido en el que se afirma socio de una 

sociedad de hecho que, en su sentir, ha sido siempre la verdadera propietaria 

de ese establecimiento de comercio y de otros bienes. 

 

Basta con leer la declaración que el propio señor José Salvador rindió ante el 

Juzgado Once Laboral del Circuito de esta ciudad, cuya acta fue aportada 

como anexo de la demanda para darse cuenta de que en realidad no está 

probado el ánimo societario de su parte, mucho menos de su hermana Gladys 

Olano Mejía. En aquella declaración rendida en el marco del proceso ordinario 

laboral con radicado 011-2009-01189 (que luego fue remitido al Juzgado 

Primero Adjunto), el actor afirmó lo siguiente (fl. 84 C 1): 

 

 

 

 
5 Conforme a la cual, en líneas generales, en virtud de la buena fe objetiva existe el deber de 

comportarse en forma coherente, de tal manera que una persona no puede contradecir 

injustificadamente sus conductas anteriores relevantes y eficaces, particularmente cuando con ellas 

se haya generado una confianza razonable en los otros en el sentido de que dicho comportamiento 

se mantendrá –expectativa legítima-, deber cuyo incumplimiento o desatención puede dar origen a 

consecuencias de diversa naturaleza, tales como la inadmisibilidad o rechazo de la pretensión o 

excepción que tenga como fundamento el comportamiento contradictorio, o, en su caso, la reparación 

de los daños causados por la infracción del deber jurídico en esos términos asumido y por la 

vulneración de los intereses legítimos de aquel cuya confianza se vio defraudada. Sentencia de 

Casación Civil SC10326-2014 del 5 de agosto de 2014. Radicado 25307-31-03-001-2008-00437-01. 

M.P. Arturo Solarte Rodríguez. 
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Allí se le estaba preguntando si era él quien había contratado a un 

ortodoncista que demandó a las dos partes aquí trabadas en litigio, demanda 

de la cual se le absolvió bajo el argumento de que fungía simplemente como 

administrador del Centro Odontológico la 56, y porque en esa calidad 

contrataba el personal administrativo de cara a que siguiera en marcha el 

establecimiento de comercio de su hermana Gladys, a quien siempre llamó “la 

propietaria”. Así lo reconoció la Juez laboral en su momento, en sentencia de 

primera instancia proferida el 30 de junio de 2011 que posteriormente fue 

confirmada por la Sala Laboral de este Tribunal, al considerar lo siguiente: 

 

- Cuando ambos demandados en ese proceso laboral (José Salvador y 

Gladys del Carmen) contestaron la demanda a través del mismo 

apoderado, afirmaron tajantemente (fl. 60 C 1) 

 

 

 

- Fue por esa razón que la Juez dentro de sus consideraciones (fl. 76-

77 C 1), después del análisis de las pruebas, consideró que el entonces 

demandante no logró probar los supuestos de hecho de su petición. 

Dijo la Juez: 

 

 

 

Por el contrario, para la Juez laboral aparecía probado lo siguiente: 
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Nótese que allí el señor Salvador Mejía fue tratado como administrador o 

encargado del Centro Odontológico la 56, entendido como un establecimiento 

de comercio propiedad de su hermana Gladys. Cosa que así sucedió porque 

eso fue lo que él mismo declaró ante la Juez y que al final del camino le sirvió 

para ser absuelto de las pretensiones en ambas instancias. A pesar de ello, 

ya ante el Juzgado 16 Civil Municipal de esta ciudad6, en el marco de un litigio 

a través del cual Gladys Mejía buscó, y de hecho consiguió mediante sentencia 

del 29 de agosto de 2017 que no fue apelada por el aquí demandante, que 

volviera a su patrimonio el bien con M.I 01N-10610 (fl. 405) por estar 

acreditado que este lo compró por y para ella, declaró el 9 de junio de 2016 

lo siguiente (fl. 360): 

 

 

 

 
6 Trámite con radicado 016-2013-00978 que después fue remitido al Juzgado 29 Civil Municipal con 

ocasión de su creación. 
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Varias cosas deben decirse de esa declaración: i) el actor le mintió a la Juez 

laboral en su momento o bien mintió en el presente proceso, porque no puede 

estar diciendo la verdad en ambos escenarios, cuando en el primero de ellos 

negó cualquier calidad de socio para evadir una eventual responsabilidad de 

orden laboral, mientras que en este proceso se sirve precisamente de la 

calidad de socio que antes negó, en busca de obtener la declaración de 

existencia y posterior liquidación de la alegada sociedad; ii) el demandante 

asegura que Gladys Mejía ha sido la propietaria desde el principio, pero que 

en algún momento del año 1991 comenzó una sociedad con su hermana 

Gloria Cecilia; iii) el señor José Salvador asegura haber entrado a esa 

“sociedad familiar de hecho”, como la llama, entre los años 1995 y 1996; y 

iv) aseguró el actor que su aporte para la conformación del capital social 

estuvo representado en la “liquidación del Banco de Colombia donde laboré 

once años, la aporté toda para cubrir gastos e inversiones dentro de la 

empresa”.  

 

Mención especial merece este último punto, debido a que el actor en este 

proceso rindió un interrogatorio en el que ni por un segundo se apartó de su 

convicción de ser un verdadero socio, pero obvió concordar su versión con las 

anteriormente rendidas e incluso con los propios hechos de la demanda. Para 

estos efectos, recuérdese que el aporte común es uno de los requisitos para 

la existencia de cualquier sociedad, por lo cual en la demanda (hecho cuarto 

fl. 4) se aseguró que el señor José Salvador había aportado a la sociedad de 

hecho con su hermana Gladys “su Centro Odontológico la 56 No. 2”, 

incluyendo sus pacientes y el “montaje”. Lo dijo en la demanda y en su 

interrogatorio cuando aseguró: 

 

“más o menos en el año 1992 se creó un centro odontológico de 

propiedad de mi hermana Gloria Cecilia Mejía Olano y Gladys Mejía 

Olano. Fundaron su centro odontológico denominado Centro 

Odontológico la 56 … me retiré de ese banco y monté otro Centro 

Odontológico en el edificio Gualanday en el primer piso. Una 

vez tuvimos una idea, ellas eran socias (Gladys y Gloria) yo era 

único dueño … que por qué no cerrábamos ambos centros 

odontológicos, ellas le daban cierre al establecimiento y yo le 

daba cierre al mío y nos uníamos en uno solo… ellas aportaron 

su centro odontológico con pacientes, con todo yo aporté el 
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mío con pacientes, con todo, y formamos uno sólo … sugerimos 

que hiciéramos un documento, donde dice que a pesar de aparecer 

como única dueña del centro …. certifico que los dueños somos Gladys, 

José y Gloria, debidamente firmado y autenticado” (min. 2:20) 

 

Empero, en la declaración rendida ante el Juzgado 16 Civil Municipal de esta 

ciudad afirmó que su aporte fue en capital, mientras que ya en una tercera 

versión sostenida en el interrogatorio agotado en este trámite, optó por decir 

que su aporte consistió en “todos los aportes con las utilidades como socio” 

(min. 17:00), mismo aserto que explicó diciendo que su aporte social lo pagó 

sacrificando sus utilidades, mientras que la señora Gladys “claro, con las 

utilidades se lucró demasiado … continuos giros a Panamá a ella como socia 

mía, de mis utilidades se veían afectadas de lo que yo le mandaba … venidas 

a Medellín, tiquetes … gustos que yo no me di… no recuerdo el tipo de 

cuantías” (min. 17:50)  

 

Valga decir, en consecuencia, que si bien parte de las utilidades usualmente 

se reinvierten para fortalecer el capital social, el aporte societario a través de 

utilidades no es uno de aquellos que se haga en el preciso momento de la 

conformación, porque es ilógico sostener que una sociedad que apenas se 

está constituyendo, en el acto, ya está dejando utilidades para conformar el 

capital social. Luego, ni siquiera el demandante está de acuerdo con las 

afirmaciones que él mismo ha lanzado en diferentes momentos históricos, lo 

cual naturalmente da cuenta de su falta de ánimo societario y de la 

inexistencia de aportes a la sociedad. 

 

Como si fuera poco, el documento que obra a folio 249 da cuenta de una 

cuarta versión. Se trata de una citación que hizo el señor José Salvador a la 

señora Gladys del Carmen para que compareciera ante el Ministerio de 

Trabajo, Dirección Territorial de Antioquia, para responder a un reclamo 

laboral orientado a que esta le hiciera el pago de cesantías con sus intereses, 

prima de servicios, vacaciones, indemnización por despido e indemnización 

moratoria argumentando ante la citada autoridad que: 
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El mismo fracaso debe predicarse de aquel requisito atinente a la intención 

de repartir utilidades, beneficios y también pasivos. Lo anterior, porque con 

la contestación a la demanda se aportó, por ejemplo, la resolución 

950000064876 del 30 de agosto de 2012, mediante la cual se concedió a la 

señora Gladys Mejía Olano una facilidad para pagar el impuesto de Industria 

y Comercio, que para esa fecha ya acumulaba un saldo de $4.569.576. Esa 

resolución fue firmada por el señor José Salvador Mejía Olano como “deudor 

solidario” porque para esa época aún estaba vigente el poder general 

conferido por su hermana Gladys (al cual se hará mención más adelante), 

más la factura que sigue a esa resolución en la foliatura está a nombre de la 

demandada (folios 407 y siguientes C 1). 

 

Ni que decir de la cantidad de documentos que fueron exhibidos (cuadernos 

3 a 8) en los que se pueden ver los balances del negocio, las cuentas por 

pagar, las pagadas y, en fin, ingresos y egresos que todo comerciante lleva 

para control de su actividad. De allí se puede colegir que un verdadero socio, 

más uno que se afirma igualitario, normalmente no deja acumular tan 

enormes cuentas a la espera de que su copartícipe las pague y, una vez 

saldadas, simple y llanamente reclamar utilidades libres de todo pasivo. 

 

Incluso, cuando al demandante se le preguntó qué pasivos de la supuesta 

sociedad había pagado, evadió con insistencia responder y al final dijo 

literalmente que los pasivos pagados los explicaba en “la compra del local del 

centro odontológico … la compra del cuarto piso … y la compra del 

apartamento en Laureles” (min. 16:00), lo cual no resulta ser siquiera una 

respuesta a la pregunta que en su momento se le formuló y, a juicio de la 

Sala, deja sin soporte axiológico a la pretensión fundamental por no aparecer 

demostrado el ánimo societario, los aportes comunes y la intención de repartir 

utilidades, beneficios y pasivos. 
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Entonces, se dirá: ¿qué hay de aquel documento fechado el 9 de noviembre 

de 2000?, sobre el cual versó gran parte de la discusión en los interrogatorios, 

los testimonios, los alegatos de conclusión y ahora en la apelación. Se trata 

específicamente del documento que obra a folios 13 y 475 del cuaderno 1, en 

el que se lee lo siguiente: 

 

 

En ese documento apuntaló la Juez los argumentos torales del fallo, en tanto 

que resultó determinante para que le confiriera mayor mérito probatorio a los 

testimonios recibidos por petición de la parte demandante. No obstante, la 

Sala no acompaña ese razonamiento porque en realidad ese documento, más 

allá de su autenticidad porque gran parte de la discrepancia estuvo en si la 

demandada lo destruyó o no, carece de la fuerza demostrativa que le otorgó 

la a-quo comenzando porque en esa tarea de análisis probatorio se 

desconoció la norma prevista en el artículo 515 del Código de Comercio, en lo 

pertinente, porque allí claramente se establece que “(…) (U)na misma persona 

podrá tener varios establecimientos de comercio, y, a su vez, un solo 

establecimiento de comercio podrá pertenecer a varias personas, y destinarse 

al desarrollo de diversas actividades comerciales”. 

 

Luego, a lo sumo, ese documento eventualmente daría cuenta de una 

comunidad o copropiedad sobre el establecimiento de comercio, cosa que aquí 

no se está discutiendo. En otras palabras, si es que los hermanos Mejía Olano 

fueron o son comuneros con respecto al establecimiento de comercio (bien 

mercantil) denominado Centro Odontológico la 56: i) eso no los convierte en 

socios de hecho, como tampoco sucede cuando dos o más personas son 

propietarias en común y proindiviso de un bien inmueble; ii) los problemas, 

reclamos, saldos o litigios de esa hipotética comunidad en nada importan a 
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este proceso, puesto que por congruencia el pronunciamiento de la a-quo 

debía limitarse a los hechos y pretensiones de la demanda, límite que ahora 

debe observar la Sala con el mayor rigor que impone el contenido del artículo 

328 del C.G.P, en lo que a la competencia en segunda instancia se refiere; y 

iii) la comunidad estaría conformada por los tres y no por los únicos dos 

hermanos aquí en litigio. 

 

Además, si queja del demandante es que aportó para bien de la supuesta 

sociedad conformada con su hermana Gladys el establecimiento de comercio 

denominado Centro Odontológico la 56 No. 2, que dijo haber “entregado con 

sus pacientes y todo” brilla por su ausencia cualquier prueba al respecto, 

porque lo único que se sabe, porque el actor de eso se quejó en su 

interrogatorio, es que tanto él como Gloria Cecilia “cancelaron sus propios 

establecimiento de comercio” para supuestamente formar uno sólo. Luego, 

no es que se tratara de un aporte social, por lo menos eso no se probó, como 

quiera que el contenido del artículo 136 del Código de Comercio prevé que 

“(L)os aportes de establecimientos de comercio, derechos sobre la propiedad 

industrial, partes de interés, cuotas o acciones, se considerarán como aportes 

en especie”, es decir, los establecimientos de comercio son bienes como 

cualquiera y por ende son especies de cara a la conformación del capital 

social. 

 

A todo lo dicho debe añadirse que en esa misma fecha, 9 de noviembre de 

2000, la señora Gladys del Carmen confirió a su hermano un “poder especial” 

para la administración del Centro Odontológico la 56 y todo lo relacionado con 

su “buen manejo” (fl. 199 C 1), y el expediente también da cuenta de un 

amplio poder general, conferido mediante escritura pública número 3.409 del 

29 de diciembre de 2005 otorgada en la Notaría 18 de esta ciudad, en el que 

prácticamente le confería mandato para representarla en todo aspecto de su 

vida como comerciante y, si se quiere, como ciudadana en Colombia a causa 

de que su domicilio estaba en otro país. Ese par de autorizaciones no son 

normalmente requeridas por un verdadero socio, pues nadie requiere 

aquiescencia de otro para gestionar los negocios que también son suyos. 

 

Visto todo lo que hasta aquí se ha analizado, difícilmente cualquier testigo 

puede cambiar la solución dogmática para el caso, ya que sobre las 

declaraciones de las propias partes y la fuerza demostrativa de los 
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documentos en realidad no puede imponerse una prueba testimonial. Es que 

en la demanda se afirman hechos que posteriormente se han de confirmar a 

través de los diversos medios de prueba, pero si bien en este caso en efecto 

la demanda contiene afirmaciones orientadas a la declaración de una sociedad 

de hecho, mal se haría en desconocer los actos, comportamientos y 

declaraciones previas del señor José Salvador Mejía Olano, mismas que 

desdicen de la afirmada calidad de socio. 

 

Claro que Luz Carmenza Mejía Olano, Jhon Esneider Ramírez y Pilar Elena 

Mejía Olano, entre otros, aseguraron que de alguna manera les constaba que 

José Salvador y Gladys eran “socios del Centro Odontológico”, eso es 

innegable, pero lo contrario aseguraron Wilson Yoanny Arango Puerta, 

Rosmery (o Rosveny) Pulgarín y Angy Marcela Romero Rodríguez (febrero de 

2009 hasta 18 de agosto de 2019), quienes al unísono manifestaron que 

siempre entendieron que Gladys era la propietaria del establecimiento de 

comercio, e incluso que José Salvador siempre les indicaba que debía 

consultar cualquier decisión relevante con Gladys, precisamente, porque ella 

era “la dueña”. 

 

Recuérdese, porque no sobra, que el señor Arango Puerta fue el contador 

contactado por el propio demandante porque “las cuentas no le cuadraban”, 

más en su testimonio insistió en que para la época en que llevó la contabilidad 

“vivía con miedo” de que Gladys, la propietaria del establecimiento de 

comercio, pensara que él era el artífice de las falencias contables del negocio. 

Asunto similar manifestaron las señoras Pulgarín y Romero Rodríguez, ambas 

auxiliares administrativas o secretarias del centro, la primera de ellas desde 

1998 y la segunda desde 2009 hasta 2019, como quiera que fueron 

concordantes en manifestar que la demandada siempre ha sido la dueña del 

“negocio” que les daba empleo, razón por la cual José Salvador siempre les 

recordaba que él tenía calidad de administrador e incluso les compelía a que 

no le informaran a Gladys sobre las cuentas por pagar. 

 

CONCLUSIÓN 

 

Como se insistió al inicio de este capítulo no se reprocha que la Juez tomara 

partido por uno de los dos grupos testimoniales enfrentados, no. Lo realmente 

censurable es que no se concordara ninguno de esos dos grupos de 
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declaraciones con los demás medios de prueba, debido a que la Juez basó su 

postura en el denominado documento del 9 de noviembre de 2000 y en la 

supuesta confesión de la demandada que, como se vio, fue absolutamente 

cercenada, amén que el mentado documento no tiene la fuerza demostrativa 

que la Funcionaria quiso darle y mucho menos consolida situaciones jurídicas 

equiparables con el contrato de sociedad, según ya se explicó con suficiencia. 

 

En consecuencia, la sentencia será revocada y en su lugar se negarán las 

pretensiones por falta de acreditación de sus presupuestos axiológicos, tarea 

en la que no se hace necesario el abordaje del séptimo reparo en tanto este 

reprochó, simple y llanamente, el período temporal en el cual se declaró que 

existió una supuesta sociedad entre las partes. 

 

CONSIDERACIÓN FINAL SOBRE LA NECESIDAD DE COMPULSAR 

COPIAS 

 

Preceptúa el artículo 42.3 del C.G.P que entre los deberes del juez está el de 

“(P)revenir, remediar, sancionar o denunciar por los medios que este código 

consagra, los actos contrarios a la dignidad de la justicia, lealtad, probidad y 

buena fe que deben observarse en el proceso, lo mismo que toda tentativa 

de fraude procesal”. Por ello es que la Sala compulsará copias a la Fiscalía 

General de la Nación para que investigue si el señor José Salvador Mejía Olano 

cometió algún ilícito, especialmente al rendir declaración ante en el presente 

proceso. 

 

La razón para tomar esa determinación consiste en que, como se analizó a lo 

largo de esta providencia, el demandante rindió diferentes versiones ante 

diversas autoridades judiciales y todas ellas bajo la gravedad de juramento. 

Sus declaraciones, según las razones ofrecidas para la revocatoria de la 

sentencia apelada, naturalmente no responden a la verdad probatoria de que 

da cuenta este proceso y, por tanto, será la respectiva autoridad judicial la 

que determine si con ello incurrió en alguno de los delitos vinculados con el 

falso testimonio y/o el fraude procesal. 

 

DECISIÓN  
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Sin más consideraciones, la Sala Cuarta de Decisión del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Medellín, administrando justicia en nombre de la República 

de Colombia y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia de procedencia 

y fecha indicadas, para en su lugar NEGAR la totalidad de las pretensiones 

por falta de acreditación de sus presupuestos axiológicos. Además, se 

ORDENA la compulsa de copias de todo el expediente con destino a la 

Fiscalía General de la Nación. La Secretaría compartirá el enlace para acceder 

al expediente con el delegado de la Fiscalía que corresponda. Sin Costas en 

ninguna de las instancias por haberse concedido al demandante el amparo de 

pobreza.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 
 
  
 
PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 
MAGISTRADA  
  
 
 
 
 
 
JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 
MAGISTRADO 
 
 
 
 
 
 
                
 
 

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
MAGISTRADO 
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